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1. [bookmark: _Hlk190158062]LOS DATOS PERSONALES: CONCEPTOS Y MOTIVOS DE SU RECONOCIMIENTO A NIVEL JURÍDICO. 
Los datos personales son un componente elemental para el reconocimiento o identificación de la persona natural, los cuales están constituidos por una serie de atributos que le son propios, lo cuales serán abordados a lo largo de este artículo , de tal manera que no solo se trata de una revisión conceptual, sino que también comprende la revisión de una serie de disposiciones y criterios jurídicos que emanan de precedentes del derecho internacional y su adecuación en el ordenamiento jurídico ecuatoriano. Aunque, para una descripción teórica y normativa eficaz sobre este objeto de estudio es importante definir lo que se entiende como dato, lo cual, de acuerdo con la Real Academia Española (s.f.), se deriva del latín datum que significa “lo que se da”, siendo su significado el siguiente: “Información sobre algo concreto que permite su conocimiento exacto o sirve para deducir las consecuencias derivadas de un hecho”. En efecto, esta primera lectura teórica establece que se trata de una información que permite conocer sobre personas, cosas o situaciones.   
Al profundizarse en el significado de lo que representa un dato, de acuerdo con la interpretación de Gil (1994), se le considera como una información que se extrae de la realidad, la cual es almacenada en algún soporte de carácter físico o simbólico, de la cual se desprende una elaboración de carácter conceptual expresada en alguna forma de lenguaje. Además, dentro de su significado añadió que tiene entre sus principales componentes: (i) Una elaboración conceptual. (ii) Un contenido informativo. (iii) Un registro de soporte físico. (iv) Expresión de datos en forma de lenguaje numérico o no. Ciertamente, esta concepción marca una lectura coincidente con la definición aportada de forma precedente, es decir, que un dato es un elemento que refleja el contenido de una información, a la que se podría agregar que contiene una utilidad concreta.
Al reconocerse los elementos que comprende el concepto de dato, y su connotación en el ámbito de reconocimiento jurídico y tutela de los datos personales, para Roldán (2021), este constituye un derecho que forma parte de los sistemas jurídicos a nivel global; incluyendo el ecuatoriano, por cuanto es una realidad visible y comprobable que en la mayoría de los casos su titular no conoce ni autoriza su recolección y tratamiento. No obstante, en el caso de consentirlo, no siempre es posible conocer y comprender la finalidad del tratamiento de estos datos, o si es que se los utiliza para fines distintos a los de su recolección. Este acontecimiento más que todo adquiere relevancia debido a las facilidades que brinda el acceso a internet y el desarrollo de nuevas tecnologías, por lo que se incrementan las condiciones de vulneración de los datos personales, siendo posible constatar sinnúmero de casos donde se han presentado su uso no autorizado o manejo inadecuado. 
1.1. LA DEFINICIÓN DE LOS DATOS PERSONALES SEGÚN LAS REGULACIONES DE LA UNIÓN EUROPEA
Una vez revisado lo que se entiende por dato, a partir de esa noción se cuenta con una base que permite el desarrollo de una exploración más consciente y profunda de lo que son los datos personales, lo cual procede a realizarse desde una connotación jurídica propia del título de este apartado del artículo. Las primeras conceptualizaciones de lo que son los datos personales se encuentran dentro del Convenio N° 108 del Consejo de Europa, de 28 de enero de 1981, el cual en su artículo 2 indica que significa “cualquier información relativa a una persona física identificada o identificable (“persona concernida”) (Consejo de Europa. (1981, 28 de enero)). Este Convenio ofrece como lectura que este tipo de datos se caracteriza esencialmente por la identificación de la persona; dicho de otro modo, es reconocible por la información que se conozca sobre ella. 
Por su parte, la Ley Orgánica 5/1992, de 29 de octubre, de regulación del tratamiento automatizado de los datos de carácter personal (LORTAD) (1992), en su artículo 3 precisa que los datos de carácter personal son “cualquier información concerniente a personas físicas identificadas o identificables”. Entre otras precisiones legales, se establece lo dispuesto por la Directiva 95/46/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 24 de octubre de 1995, relativa a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos (1995, 24 de octubre), en su artículo 2 señala que los datos personales son “toda información sobre una persona física identificada o identificable (el interesado)”. Este mismo artículo sostiene que la identificación de una persona consiste en una identidad que pueda determinarse de forma directa o indirecta, especialmente por un número de identificación, o varios elementos específicos asociados a su identidad física, fisiológica, psíquica, económica, cultural o social. Consecuentemente, esta normativa es más descriptiva sobre este tipo de datos por cuanto refiere aspectos más amplios y puntuales sobre la persona. 
En tanto que, la Ley Orgánica 15/1999 de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal (LOPD) (1999), en su artículo 3 define que los datos de carácter personal son “cualquier información concerniente a personas físicas identificadas o identificables”. Esta precisión normativa sugiere que los datos personales pueden estar constituidos por un conjunto mucho más amplio de elementos y atributos que permiten la identificación de la persona, o cuando menos hacerlas reconocibles e identificables a partir de la información que les caracterice. En tanto que, en el caso del Reglamento de la LOPD de 2007 o (RLOPD) en su artículo 5.1 afirma que los datos de carácter personal consisten en: “cualquier información numérica, alfabética, gráfica, fotográfica, acústica o de cualquier otro tipo concerniente a personas físicas identificadas o identificables” (Real Decreto 1720/2007, de 21 de diciembre por el que se aprueba el Reglamento de desarrollo de la Ley Orgánica 15/1999 de 13 de diciembre, de protección de datos de carácter personal, 2007). Este Reglamento presenta más detalles en cuanto al reconocimiento de la persona basado en los elementos que definen a esta clase de datos. 
Como se puede apreciar, en el seno de la Unión Europea los datos personales no solo emergieron como un concepto jurídico, sino como un derecho que por su naturaleza requiere de una protección o tutela especial por parte del Estado, lo cual se debe a ser intrínseco e inherente a la identidad de la persona. Por consiguiente, de este derecho se desprenden otros derechos o bienes jurídicos ligados a la vida privada, la intimidad, así como otros aspectos constitutivos de la identidad que permiten el reconocimiento individual, tales como los rasgos físicos, sonoros, entre otros, que se manifestaron por parte de la Directiva 95/46/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 24 de octubre de 1995, señalada con anterioridad. En tal virtud, la concepción de los datos personales aparece desde lo legal y posteriormente tales estipulaciones normativas se adecuan a otros ordenamientos jurídicos como en el caso ecuatoriano, tal como se detalla a continuación.
[bookmark: _Hlk68449564]1.2. LA DEFINICIÓN DE DATOS PERSONALES EN EL MARCO JURÍDICO ECUATORIANO
Precisamente, en Ecuador la Ley Orgánica de Protección de Datos Personales (2021) en su artículo 4 referente a los términos y definiciones, dispone que el Dato personal es el “dato que identifica o hace identificable a una persona natural, directa o indirectamente”. Tal como se infiere de esta norma, se toma el contenido de la legislación a nivel de la Unión Europea, como también del caso concreto español, de manera que se cuente con una referencia que oriente al marco jurídico ecuatoriano ante su incorporación en términos que le resultan novedosos. Otra prueba del acopio de la legislación extranjera se encuentra en el Reglamento a la Ley Orgánica de Protección de Datos en Ecuador (2023), la cual en su artículo 4 numeral 4 manifiesta sobre la persona identificable que “se considera que una persona es identificable cuando su identidad pueda determinarse directa o indirectamente, siempre y cuando esto no requiera plazos o actividades desproporcionadas”. Como es posible observar, la identificación es la clave que define el contenido esencial de los datos personales, que, como sugiere este repaso de reconocimiento jurídico, conlleva dicho presupuesto sine qua non del mencionado objeto de derecho. 
Por su parte, la Constitución de la República del Ecuador (CRE) en su artículo 66 numeral 19 prevé como parte de sus derechos de libertad, que “El derecho a la protección de datos de carácter personal, que incluye el acceso y la decisión sobre información y datos de este carácter, así como su correspondiente protección. La recolección, archivo, procesamiento, distribución o difusión de estos datos o información requerirán la autorización del titular o el mandato de la ley” (Constitución de la República del Ecuador, 2008, actualizada al Tercer Suplemento del Registro Oficial 568 de 30 de mayo de 2024). Evidentemente, este derecho tiene un carácter fundamental o constitucional, esto por cuanto se trata de un bien jurídico esencial cuya tutela demanda mayores garantías al tratarse de la identidad de la persona, por lo que la ley debe establecer condiciones que aseguren su debida protección. Esta disposición abona a los aspectos regulatorios sobre la definición y salvaguarda de los datos personales, el cual tanto en la experiencia internacional como en la ecuatoriana cuenta con una base legal amplia, pero que en ambos contextos requiere mayor desarrollo ante los avances tecnológicos, tal es el caso de la inteligencia artificial (IA) y la forma en que se tratan estos datos a través de ella. 
La propia CRE indica en su artículo 92 en concordancia con el artículo 49 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional (LOGJCC) que la acción de hábeas data es una garantía jurisdiccional que puede ser ejercida por toda persona por cuenta propia, o a través de representante legitimado para dicha causa, de conocer de la existencia y acceso a los documentos, bancos o archivos de datos personales o informes sobre sí misma, cuya constancia esté en entidades públicas o privadas, sea en soporte material o electrónico (Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, 2009, actualizada en Suplemento del Registro Oficial 554 de 09 de mayo de 2024). Sobre esta garantía se destaca su importancia en materia de protección de datos personales, es conveniente precisar que en la actualidad es el mecanismo jurisdiccional más relevante existente en Ecuador para conceder su tutela. Por otra parte, no se soslaya profundizar sobre sus alcances, límites y desafíos, lo que es desarrollado en el tema correspondiente donde se aborda el carácter no absoluto en cuanto a la protección de datos personales, más que todo ante la incursión de la inteligencia artificial.
1.3. LOS DATOS PERSONALES EN LA DOCTRINA Y SU TUTELA A NIVEL NORMATIVO
Al revisarse dentro de la doctrina, se encuentra con el hecho de que es una tarea compleja ubicar definiciones que en doctrina describan de forma original y auténtica lo que son los datos personales, puesto que, las distintas construcciones teóricas se fundamentan a partir de lo que se dice en las normas dentro de los sistemas jurídicos que lo regulan. En consecuencia, lo que la doctrina efectúa a partir de lo que se conoce en términos normativos consiste en una justificación o fundamentación del deber de proteger este tipo de datos como parte de una obligación que corresponde a cada uno de estos sistemas. Efectivamente, se plantea un repaso teórico destinado a fundamentar la importancia del cuidado de este derecho fundamental.
Autoras como Rosas y Pila (2023) sostuvieron que, por la forma e inmediatez con que se mueve la información, se produce un desconcierto social, el cual se agrava ante la carencia de mecanismos de protección que regulen la forma en que se tratan los datos personales, porque, en caso de no ser tratados adecuadamente, puede generarse una vulneración de derechos fundamentales. Esta postura encontrada en la doctrina se refuerza al valorarse lo manifestado por Martínez et al (2024), toda vez que ningún dato personal puede ser obtenido sin el consentimiento explícito del titular, salvo con las excepciones legales establecidas previamente por el marco jurídico, más que todo cuando existe la garantía de que toda persona puede solicitar el acceso a sus datos personales almacenados, al igual que su rectificación o supresión en tanto no sean exactos sobre ella, o si su trato es realizado por formas no previstas o prohibidas por la ley. Se sintetiza, que estos datos corren el riesgo de ser gestionados, manipulados o empleados de distintas formas que perjudiquen a su propietario, razón por la cual se requiere de una tutela especial por parte de la ley. 
Entre otros criterios que se pueden encontrar dentro de la concepción y la regulación sobre la tutela de los datos personales, de acuerdo con Eguiguren (2012), se remite al rol de la tutela que tiene la garantía jurisdiccional de hábeas data dentro del ordenamiento jurídico ecuatoriano. Por lo tanto, se trata de un mecanismo destinado a brindar una satisfacción de carácter urgente para que las personas obtengan el conocimiento de los datos a ellos referidos, y a advertir sobre su finalidad, de manera que tal información conste en el registro o banco de datos, sea de carácter público o privado. Al establecerse la premisa teórica fundamental de que los datos personales representan una información que permite identificar a la persona, es indispensable que exista un mecanismo de regulación y tutela de este derecho, el cual dentro del sistema jurídico nacional está representado por la acción de hábeas data. 
Al respecto, la Corte Constitucional del Ecuador ha fijado un criterio jurisprudencial relevante sobre la acción de hábeas data para la protección de datos personales, de modo que la señaló como una garantía jurisdiccional donde las personas que consideren que se ha vulnerado su derecho constitucional a la intimidad por un uso incorrecto de estos datos, en consecuencia, pueden recurrir a ella para demandar su tutela efectiva. En tal contexto, la vulneración de este derecho comprende su uso incorrecto, inexacto o tergiversado de su información personal, considerando su respaldo dentro de documentos, bancos genéticos, archivos u otros respaldos que se encuentren a cargo de instituciones públicas o privadas (Sentencia N° 025-15-SEP-CC, 2015). Se aprecia que esta sentencia caracteriza la importancia del hábeas data para la protección de los datos personales, sin embargo, es importante resaltar que su gestión y empleo se ciñe a condiciones determinadas y necesarias, lo que sugiere la existencia de un límite en cuanto a su regulación y tutela, lo que se analiza en el segundo capítulo de este artículo. 

2. LA PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES NO ES ABSOLUTA FRENTE A SU EMPLEO POR MEDIO DE LA INTELIGENCIA ARTIFICIAL 

Un punto de partida importante para identificar y comprender las razones por las cuales la protección de datos personales no se puede desarrollar de modo absoluto en diversos contextos, en el cual se refiere concretamente al empleo de la inteligencia artificial en los casos en que trate estos datos, precisamente se articula por medio de la revisión a nivel de normativa y doctrina. Justamente, se subraya de conformidad con Dopazo (2019) que es necesario generar una armonización entre legislaciones nacionales y la dinámica comunicativa y comercial como parte de la era digital. De igual manera, de parte de este autor se añadió que estos avances en materia tecnológica advierten de riesgos que obligan a diseñar un marco jurídico común entre los Estados que sea más actualizado, sin embargo, no se exceptúan limitaciones en el ejercicio de este derecho frente a otros que deben verse materializados. 
Un argumento a nivel normativo se identifica en el Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo de 27 de abril de 2016 relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE (Reglamento general de protección de datos) o RGPD, el cual dentro de su considerando 4 precisa que “el tratamiento de datos personales debe estar concebido para servir a la humanidad”, lo que sugiere que con dicha información se pueden realizar acciones de provecho que contribuyan al bienestar de las personas (Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo de 27 de abril de 2016, 2016). 
En tal virtud, se agrega dentro del mencionado considerando que el derecho a la protección de datos personales no es un derecho absoluto, por cuanto estos datos deben ser tratados de acuerdo con su función que cumplan en la sociedad manteniendo el equilibrio con otros derechos fundamentales, más que todo en observancia con el principio de proporcionalidad. Es decir, que deben coexistir derechos y principios de forma armónica sobre la forma en que son gestionados o tratados estos datos, lo cual implica el respeto por los intereses legítimos de su titular, pero así en cuanto al interés social sobre ellos. Esta armonía debe verse plasmada en relación con otros derechos entre los que se señalan la libertad de pensamiento, libertad de expresión y de información, libertad de empresa y la tutela judicial efectiva que se dé lugar sobre estos derechos. 
Tales derechos deben ser parte de esa conciliación en cuanto a su ejercicio frente a la tutela de los datos personales, el cual está establecido en la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea (2000) que en su artículo 8, apartado 1. Este mismo derecho está reconocido por el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (2010) respecto de este bien jurídico fundamental dentro de su artículo 16 apartado 1. En efecto, se constata que a nivel de la regulación de la Unión Europea está estipulado que la protección de datos personales no es un derecho absoluto, y este contexto puede abarcar diferentes ámbitos de ejercicio de otros derechos, que, como se indicó con anterioridad, no escapan a los avances tecnológicos y digitales. Entre estos avances, no se soslaya el papel que desempeña la inteligencia artificial en el tratamiento de los datos personales, lo cual se explica con mayor detalle en los apartados posteriores de este estudio. 
2.1. EL TRATAMIENTO DE DATOS PERSONALES POR PARTE DE LA INTELIGENCIA ARTIFICIAL  

Cabe indicar que de acuerdo con lo sostenido por la Red Iberoamericana de Protección de Datos (2020), los datos personales son esenciales para la inteligencia artificial, lo que se debe a su conversión en un insumo primordial para el funcionamiento de algunos de los sistemas que integran al desarrollo de este tipo de tecnología. Del mismo modo, añadió que este tipo de inteligencia realiza entre otros procesos la recolección, el almacenamiento, análisis, procesamiento de grandes cantidades de información, lo que es conocido como big data, cuya aplicación está destinada a la generación de diferentes resultados, acciones o comportamientos que provienen de las máquinas o sistemas que los producen. Entre otras afirmaciones, se subraya que la normatividad no se opone al tratamiento, sino que se precisa que este se encuentre rodeado de garantías adecuadas para evitar abusos que deriven en amenazas o vulneración de los derechos de los titulares de esta clase de datos. 

Se considera lo manifestado por Cortés et ál. (2023), al señalarse por parte de los creadores de las grandes plataformas digitales que su propósito es generar una comunidad global donde todo individuo cuente con los medios y herramientas para compartir todo con todos, es decir, conectar al mundo. Habría que decir también, que de esta afirmación no se puede omitir que los contenidos compartidos son sometidos a un juicio de valor, lo que refleja la posibilidad de que se mantengan o sean eliminados de la red. Esta decisión de permanencia o eliminación se toma con la intención de que el entorno digital sea más amistoso y respetuoso hacia la información personal de cada sujeto, lo que es una obligación que involucra diferentes actores, sea que se trate de un cuerpo policial, o entes de control y vigilancia. 

Un elemento interesante, que también se debe tratar respecto a cómo se tratan los datos personales dentro de determinadas plataformas o espacios, tiene que ver con el argumento precisado por López (2023) de que se trata de entornos de congregación pública, pero que su dominio o propiedad es de carácter privado. Solo por citar ejemplos o referencias notables, se remarca que el internet es una red que posee un amplio entramado de capas que la integran, pero que las personas en su mayoría conocen únicamente un pequeño fragmento de ellas, siendo todas estas gigantes de carácter digital, entre las cuales constan Google, Facebook, Instagram, TikTok y un gigaetcétera de aplicaciones. En resumidas cuentas, todas estas capas son propiedad privada, ajenas a la intervención estatal, aunque, no se desconoce que los datos personales son propiedad de cada individuo, pero la forma de su tratamiento requiere de una regulación sin que afecte al derecho de las empresas que trabajan con estos datos a través de la inteligencia artificial. 

Una teoría de sumo interés que se puede aplicar respecto al manejo de los datos personales por medio de la inteligencia artificial tiene que ver con la teoría de la vigilancia integral de Michael Focault. Su interpretación fue realizada y adaptada a la gestión de los datos personales por medio de la inteligencia artificial por parte de Coeckelbergh (2023), quien acotó que la vigilancia integral conlleva una invención tecnológica en el orden del poder. De esta manera, toda persona puede ser vigilada en zonas o en lugares donde se requiera mantener un control o seguridad como una forma de protección ante determinadas amenazas, más que todo por motivo de que la gobernanza se respalda sobre la base de la ciencia de datos. 

Al revisarse los precedentes teóricos antes mencionados, se aprecia cómo los datos personales tienen un amplio ámbito de tratamiento por parte de la inteligencia artificial, lo que representa una forma de tutelar o satisfacer diferentes necesidades encaminadas a la prestación de bienes y servicios para el propio propietario de estos datos, tal como acontece en los casos de uso de redes sociales para validar perfiles, al igual que para certificar la identidad de las personas que participan de diferentes actos o contratos, y prestaciones, entre otras a nivel privado y público. En este mismo sentido, dichos datos se involucran para garantizar derechos de terceros como en los casos de vigilancia y seguridad, por lo que es indispensable que la inteligencia artificial los trate y gestione, por lo que no pueden existir límites de carácter absoluto, lo que es explicado y fundamentado en este capítulo del presente artículo. 

2.2. LOS DESAFÍOS DE LA REGULACIÓN DEL TRATAMIENTO DE DATOS PERSONALES Y SU EMPLEO POR LA INTELIGENCIA ARTIFICIAL 

El tratamiento de los datos personales en la perspectiva teórica planteada por Murrugarra (2024), se ha tornado un tema más preocupante porque en espacios o plataformas de gran tamaño como Facebook o Google las personas no son plenamente conscientes de que están autorizando a que estas compañías se hagan propietarias de sus datos o información personal, inclusive facultándolas a que vendan esa información a terceros. Ante esta circunstancia, en el caso de la Unión Europea, el RGPD en su artículo 6, numeral 1, literal a) en el caso de que compañías como las mencionadas desearan vender estos datos personales a terceros, debían obligatoriamente requerir el consentimiento de sus titulares. Sin embargo, este tema es más preocupante por cuanto su trato se está llevando a cabo por la inteligencia artificial por la inmediatez con la que se procesan estos datos, por citar un caso puntual, esto es común en los procesos de reconocimiento facial, por lo que es más complicado que los usuarios puedan ejercer la tutela de sus derechos en términos de acceso, rectificación o cancelación.
Como se ha resaltado por parte de Villalta (2024), La adopción de la inteligencia artificial como herramienta para procesar datos personales, tanto en el Ecuador, como en el ámbito jurídico internacional demanda del establecimiento de un compromiso que permita edificar un marco legal más claro, donde los ciudadanos, las empresas y las organizaciones promuevan condiciones para asegurar que su aplicación se realice responsablemente. El desafío existente consiste en que la legislación debe avanzar en la misma medida que avance la inteligencia artificial, lo que representa una tarea compleja, pero necesaria para la integración de principios de transparencia, rendición de cuentas y responsabilidad en el uso de los datos, garantizándose un equilibrio entre el desarrollo tecnológico y la protección de los derechos fundamentales. Este avance es imperativo en virtud del avance ético de la tecnología en beneficio de toda la sociedad, sin que esto implique comprometer derechos individuales. 
Al enfatizarse en relación con la realidad ecuatoriana, se consideró por parte de Iñiquez y Maldonado (2025), que es imprescindible una actualización y fortalecimiento de la legislación existente, debido a que abordar estos desafíos no solo garantizaría una mayor tutela efectiva de los derechos de los ciudadanos, sino que se logre configurar un marco más consolidado para la innovación tecnológica responsable en el país. La renovación de los marcos legales es una obligación ineludible para los Estados, más que todo en el contexto ecuatoriano cuando su legislación no cuenta con el mismo nivel de desarrollo en comparación con ordenamientos jurídicos como el de la Unión Europea, donde existe una mayor regulación para proteger a los datos personales y a las distintas formas en que son tratados por la tecnología. Este hecho adquiere mayor importancia ante la expansión de la inteligencia artificial, la que, si bien es cierto en el contexto europeo, también precisa de actualizaciones y de ampliación en cuanto a la forma de cómo debe tratar los datos personales, cuando menos la legislación existente sienta mayores bases que pueden fortalecerse, lo cual es un aspecto puntual que no ocurre en el ámbito nacional. 
Dicho lo anterior, se sugiere que un aspecto trascendental por el cual se demanda mayor regulación en cuanto a la protección de los datos personales; más que todo por la fuerza con la que ha irrumpido la inteligencia artificial, es por cuanto el conocimiento de ellos puede revelar aspectos asociados a la intimidad que se deduzcan o descubran por parte de terceros. A causa de este hecho, Cardona (2022), destacó que el concepto tradicional de intimidad se revela como insuficiente de cara a cubrir posibles lesiones que se deriven del uso de tecnologías que lleguen a invadir esferas más privadas y reservadas de las personas. Precisamente, el avance tecnológico brinda una posibilidad casi ilimitada de recoger, almacenar, conectar y procesar datos, así como reducir costes para realizar tales tareas de obtener a partir del perfil de una persona información que ayude a deducir datos de carácter sensible que generen valoraciones sobre ella.  
Considerando que existen posturas que definen tanto a derechos que requieren de una protección especial en temas de tratamiento de datos personales por la inteligencia artificial, así como de aquellos derechos que no se pueden ver limitados por esta protección por cuanto restringen el desarrollo de intereses legítimos de terceros basados en el uso de datos personales, más que todo para prestaciones que involucren bienes y servicios, se refuerza que su protección es un derecho no absoluto. No obstante, este contexto debe ser analizado y fundamentado en mayor medida por los aportes de la doctrina y la normativa que no solo enuncien o describan, sino que esclarezcan las razones por las cuales esa tutela de derechos posee un límite cuando existen otros bienes jurídicos en juego. En consecuencia, esta ilustración se ve realizada en el siguiente acápite del presente artículo. 

2.3. LOS LÍMITES A LA PROTECCIÓN DE LOS DATOS PERSONALES ANTE LA INTELIGENCIA ARTIFICIAL Y SU CARÁCTER NO ABSOLUTO

Como se ha indicado con anterioridad dentro del presente artículo, se reconoce que el derecho de protección de datos personales no es un derecho absoluto, lo que involucra el manejo, tratamiento o gestión que se realice sobre estos por parte de la inteligencia artificial. Efectivamente, para Recio (2016), un derecho absoluto no dejaría margen para fijar las condiciones de un tratamiento lícito de estos datos, ya que se presentarían seguramente objeciones que presuntivamente lleven a cuestionar que toda forma en que se gestionen sea ilícita, lo que indudablemente levantaría una barrera a la innovación, más que todo en áreas como el comercio, sea este electrónico o no, así como de otras actividades de origen, sustento y fines lícitos. A esta consideración, el citado autor agregó que lo ilícito es la intromisión ilegítima en la privacidad o vulneración de la protección de los datos personales. 
En vista de que la protección de datos personales tiene un límite, debido a que existen otros derechos que, demandan cuestiones informativas que sirven para materializarlos, no debe pasar inadvertido el hecho de que la transformación de la vida humana no puede verse impedida por restricciones totales a los avances que se logren en el campo de la tecnología. En definitiva, según Hernández (2025), con el progreso permanente que alcanza la inteligencia artificial, no se pone en tela de juicio el hecho de que la era tecnológica es una realidad donde es evidente la transformación de distintas áreas de la vida humana, como el trabajo, la educación, el ocio, la investigación, entre otras. Este acontecimiento evolutivo justamente refuerza lo dicho anteriormente sobre los desafíos éticos y legales sobre esta herramienta tecnológica y su empleo para el tratamiento de los datos de carácter personal, motivo por el cual el referido autor plantea preguntas que llevan a cuestionar si esta protección es posible en términos absolutos.
De acuerdo con lo precisado en las líneas anteriores, el autor en cuestión propuso: ¿existen limitaciones a nivel legal sobre el uso de la inteligencia artificial?; ¿la privacidad es un límite a la inteligencia artificial?; ¿qué es la privacidad?; ¿es posible confiar en esta herramienta sin ningún tipo de limitaciones? A tales interrogantes añadió que no se comparte la idea de una desregularización de la inteligencia artificial que libere de obligaciones a los que disponen de información y poder, de modo que se vacíe el contenido de los derechos de las personas. A pesar de que, es necesaria la regulación, tampoco se descarta la necesidad de innovar con seguridad y respeto a derechos y valores superiores, por cuanto cada persona tiene derechos y las personas o corporaciones que trabajen con esta tecnología tampoco pueden verse totalmente impedidas de no trabajar o procesar datos personales. 
Lo anteriormente de acuerdo con la Federal Trade Commission de Estados Unidos (2012), esta ha declarado que hay suficientes evidencias que han permitido demostrar que los avances tecnológicos y la combinación de diferentes tipos de datos permiten identificar a un consumidor, ordenador o dispositivo, aun cuando estos datos no representen por sí solos datos de identificación personal. Dicho esto, no solo es factible que se reidentifiquen datos que no son identificadores personales por diferentes medios, sino que las empresas tienen motivos significativos para llevarlo a cabo. En otros términos, los datos personales son una necesidad que para medios como la inteligencia artificial permiten servir mejor a las personas en cuanto a la identificación de sus necesidades reales basadas en la información personal que se tiene de ellas, por lo que una regulación donde estos datos se maneje en términos absolutos donde exista negativa de no proporcionar ningún tipo de dato conlleva al condicionamiento de otros fines legítimos donde se pueda trabajar con ellos. 
Es preciso mostrar que aunque la regulación no es absoluta, sí es necesaria, más que todo porque las bases de datos personales en lo señalado por Véliz (2022), alimentan la big data donde los datos se convierten en dinero y transforman al ser humano en un producto consumible supeditado a los riesgos de seguridad implícitos en ese proceso. Este hecho ha derivado en que las intrusiones en los datos se han vuelto cada vez más penetrantes, por lo que si estos caen en manos equivocadas pueden ser una mercancía dentro del mercado negro en términos de venta de información personal, siendo este un negocio que se estima altamente rentable, aunque ilegal por vulnerar derechos fundamentales. En definitiva, hay razones para regular, pero es menester identificar adecuadamente los contextos donde esta tiene cabida y en cuáles no corresponde.  
 3. CONCLUSIONES

Los datos personales son un derecho que por estar integrados por información que permite identificar a la persona, en consecuencia, demandan una tutela efectiva por parte del sistema jurídico, tanto desde una perspectiva sostenida por el derecho comparado como por el derecho interno, no obstante, la propia configuración de los ordenamientos jurídicos establece límites. Es decir, la identificación de un individuo es necesaria para el ejercicio de otros derechos, tanto para la propia persona como para terceros, dado que el reconocimiento de la identidad es una base sobre la cual se permiten entre varias situaciones, efectuar controles, prestación de servicios y tener registros que forman parte de un orden público que también se sostienen a partir de datos individuales. Es así, como esta regulación encuentra una limitación en el marco europeo y como un modelo necesario y aplicable para el entorno ecuatoriano.
En el ámbito del empleo de la inteligencia artificial, se considera que esta es una herramienta indispensable para el tratamiento de datos personales, no solo por los avances tecnológicos que suponen, sino también por su inmediatez, capacidad o volumen de gestión y eficiencia como parte de tal labor. No obstante, el Derecho prevé que su uso puede generar violación de derechos, más que todo en los ámbitos de la privacidad e intimidad, así como en la autodeterminación informativa, por lo que se configura un margen donde se emplea para no incurrir en abusos que trasciendan esos espacios personales en los cuales se requiere reserva. En contraparte, este contexto de normar el uso de la inteligencia artificial y la forma de cómo esta emplea los datos personales para determinados fines, debe contar con un margen de acción, es decir, no puede restringirse en su totalidad la forma en que se trabaje con la información de cada persona, dado que ello conllevaría impedir que otros sujetos y entidades cumplan con tareas indispensables que requiere de esta clase de datos, más que todo si están orientados para satisfacer otras necesidades que también sean fundamentales.
La reflexión que aporta este artículo demuestra que la expansión de la tecnología de la inteligencia artificial es inconmensurable, dado que posee una dinámica de innovación o transformación que supera la actualización de los sistemas jurídicos, más que todo en entornos sensibles como la protección de datos personales. Además, se impone la obligación de que el marco del derecho internacional como del derecho interno sepa identificar cómo pueden presentarse estos avances, de manera que no queden rezagados ante este factor cambiante de estas herramientas tecnológicas y la forma en que gestionan la información personal. Sin embargo, para proceder eficientemente, es indispensable considerar que la tutela de los datos personales debe establecer límites tanto necesarios como razonables, de modo que sea posible la armonización entre los avances científicos dentro del referido campo y los derechos subjetivos e individuales basados en la información, siendo un desafío para cada Estado, en especial el ecuatoriano que aún requiere fortalecer su marco normativo en este menester.  
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